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Época: Décima Época  
Registro: 2020924  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Civil, Común)  
Tesis: 1a./J. 65/2019 (10a.)  
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN II, DE LA 
LEY DE AMPARO, EN TRATÁNDOSE DE LA AFECTACIÓN AL ORDEN Y DESARROLLO DE LA 
FAMILIA. NO PROCEDE EN LOS JUICIOS SUCESORIOS INTESTAMENTARIOS. 
 
El artículo citado prevé la suplencia de la queja a favor de tres grupos distintos: los menores de edad, 
los "incapaces" y la familia, en aquellos casos en que se afecte su orden y desarrollo. Ahora bien, a fin 
de determinar si en un juicio sucesorio intestamentario opera la suplencia de la queja con base en la 
protección a la familia, es menester dilucidar cuándo se está en presencia de casos en que se vulnera 
su orden y desarrollo, siendo que estaremos en ese supuesto cuando se ven trastocadas las relaciones 
entre los miembros de la familia o cuando están en juego instituciones de orden público, lo que no se 
traduce en la protección de los miembros del núcleo familiar en lo individual, sino a las relaciones 
existentes entre ellos y en los derechos y obligaciones subyacentes a las mismas. Por tanto, si la 
finalidad del juicio sucesorio intestamentario consiste esencialmente en la división y adjudicación de los 
bienes del autor de la sucesión a favor de los herederos, quienes tienen el deber de soportar las cargas 
de la herencia; es claro que sólo se encuentran en juego intereses económicos y que las consecuencias 
que pudieran producirse no lesionan al grupo familiar, pues no varían su configuración o el orden 
existente, sino que redundan en cuestiones estrictamente patrimoniales, por lo que no opera la 
suplencia de la queja con base en la última parte de la fracción II del artículo 79 de la Ley de Amparo; lo 
anterior, siempre y cuando en el juicio sucesorio intestamentario no se encuentren inmiscuidos 
derechos de menores de edad o "incapaces", pues es evidente que en tales supuestos la suplencia de 
la queja opera en su mayor amplitud. No es obstáculo a la conclusión anterior, el hecho de que en ese 
tipo de juicios es necesario analizar si el accionante acreditó su entroncamiento con el autor de la 
sucesión de manera que pueda determinarse si tiene o no derecho a la herencia, pues lo cierto es que 
el reconocimiento o desconocimiento del grado de parentesco que se dice une al presunto heredero con 
el de cujus sólo surte efectos en relación con el juicio de petición de herencia, esto es, para saber si 
está en aptitud de obtener alguna porción de los bienes del autor de la sucesión por tener el carácter de 
heredero. Lo anterior, sin embargo de ninguna manera puede ser susceptible de modificar el vínculo 
filial o el estado civil de alguna persona. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020922  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Administrativa, Laboral)  
Tesis: PC.III.A. J/76 A (10a.)  
 
SOCIEDADES COOPERATIVAS DE PRODUCTORES. NO ESTÁN IMPEDIDAS PARA HACER USO 
DE LA SUBCONTRATACIÓN PREVISTA POR LOS ARTÍCULOS 15-A A 15-D DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO, A FIN DE ACCEDER AL BENEFICIO FISCAL ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 85-
A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA ABROGADA, SIEMPRE QUE SE ACTUALICE 
ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 65 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES 
COOPERATIVAS. 
 
El artículo 65 de la Ley General de Sociedades Cooperativas señala que las sociedades cooperativas 
de productores podrán contar con personal asalariado únicamente en los casos siguientes: I. Cuando 
las circunstancias extraordinarias o imprevistas de la producción o los servicios lo exijan; II. Para la 
ejecución de obras determinadas; III. Para trabajos eventuales o por tiempo determinado o 
indeterminado, distintos a los requeridos por el objeto social de la sociedad cooperativa; IV. Para la 
sustitución temporal de un socio hasta por seis meses en un año, y V. Por la necesidad de incorporar 
personal especializado altamente calificado; sin embargo, ello no les impide hacer uso de la 
subcontratación prevista por los artículos 15-A a 15-D de la Ley Federal del Trabajo, siempre y cuando 
se sitúen en alguno de los supuestos del referido artículo 65, para acceder al beneficio fiscal establecido 
en el artículo 85-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta abrogada. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020920  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.I.A. J/157 A (10a.)  
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EN LOS CASOS 
EN QUE LA AUTORIDAD HAYA SUSTANCIADO LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN CONFORME A LA 
LEY FEDERAL RELATIVA VIGENTE ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017, EL PROCEDIMIENTO 
DISCIPLINARIO DEBERÁ CONCLUIR EN TÉRMINOS DE ESA MISMA NORMATIVA 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). 
 
La Ley General de Responsabilidades Administrativas tuvo su origen en la creación de un sistema 
uniformado de combate a la corrupción –el cual inició con la reforma constitucional publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015– y entró en vigor el 19 de julio de 2017; no 
obstante, de conformidad con el artículo tercero transitorio de su decreto de expedición, los 
procedimientos administrativos iniciados antes de esta última fecha deberán concluir según las 
disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Por otro lado, la citada ley general contiene diversas 
particularidades, como son: una clara distinción entre las fases de investigación, de sustanciación y de 
resolución; la existencia de la caducidad de la instancia; la posibilidad de confesar la responsabilidad 
para obtener una reducción de las sanciones; el reconocimiento del carácter de parte procesal al 
denunciante; la existencia de medios de impugnación contra decisiones preliminares y, de manera 
destacada, la exigencia de presentar un informe de presunta responsabilidad a cargo de la autoridad 
investigadora, en el que debe calificarse la gravedad de las conductas investigadas, lo cual determinará 
si el encargado de emitir la resolución es un órgano administrativo (para faltas no graves) o un tribunal 
de justicia administrativa (sobre faltas graves). Lo anterior evidencia una estrecha vinculación entre las 
diversas etapas adjetivas que, inclusive, están reguladas en un mismo libro de la ley, mientras que las 
actuaciones relacionadas con el citado informe son de tal relevancia que pueden dar lugar a la 
improcedencia del procedimiento, por una indebida determinación de la competencia o por la falta de 
elaboración de aquel informe. Así, la falta de regulación de estos aspectos en ordenamientos como la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos pone de manifiesto que no solamente existen diferencias 
formales o respecto de derechos procesales, sino una verdadera incompatibilidad entre las etapas de 
investigación seguidas a partir de las leyes anteriores y el trámite instituido por la Ley General. En ese 
contexto, conforme a una interpretación funcional del artículo tercero transitorio del decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2016, el procedimiento al que hace referencia se debe 
entender iniciado con la fase de investigación, sólo para este efecto, de suerte que si el área encargada 
condujo ésta con base en un ordenamiento anterior a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, el procedimiento debe concluir en términos de la ley vigente a su inicio, para lo cual, en 
su caso, procederá la intervención de autoridades sustitutas de aquellas cuyas atribuciones fueron 
modificadas con motivo de la reforma integral en materia de combate a la corrupción. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020918  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 2a./J. 139/2019 (10a.)  
 
RECUSACIÓN DE LOS JUZGADORES DE AMPARO. CUANDO SE DESECHA DE PLANO POR NO 
ACREDITARSE LA INSOLVENCIA ECONÓMICA PARA EXHIBIR LA GARANTÍA RESPECTIVA, NO 
PRECLUYE EL DERECHO DEL RECUSANTE A PLANTEARLA. 
 
El artículo 59 de la Ley de Amparo establece los requisitos de procedencia de la recusación de un 
juzgador de amparo, consistentes en que: a) el escrito respectivo debe contener la manifestación, bajo 
protesta de decir verdad, de los hechos que la fundamenten; y b) se acompañe el billete de depósito 
que garantice el monto máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse infundada la 
recusación, salvo que se alegue insolvencia, caso en el cual el órgano jurisdiccional calificará esa 
manifestación y podrá exigir una garantía menor o prescindir de su exhibición. Ahora bien, la 
consecuencia procesal de no cumplir con esos requisitos es que la recusación se deseche de plano, 
con la salvedad de que, respecto al segundo requisito se alegue insolvencia, hipótesis en la cual el 
órgano jurisdiccional la calificará y podrá exigir garantía por el importe mínimo de la multa, o bien, 
exentar de su exhibición. Al respecto, no precluye el derecho a plantear la recusación de los juzgadores 
de amparo cuando se desecha de plano por no haberse acreditado la insolvencia económica para 
exhibir la garantía prevista en artículo en mención, toda vez que no existe un pronunciamiento que haya 
dilucidado que en el caso específico se actualiza o no alguna de las hipótesis de impedimento 
contenidas en el artículo 51 de la Ley de Amparo, esto es, no hay una calificación de fondo de la 
recusación, por lo que subsiste la vertiente de imparcialidad del derecho de acceso a la justicia 
reconocido por los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, 
numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ya que debe partirse de que la 
función jurisdiccional del Estado es única y, por ende, todos los juzgadores deben no solamente estar 
capacitados para resolver los litigios sometidos a su conocimiento, sino encontrarse en plena aptitud de 
emitir una decisión objetiva que satisfaga el derecho de acceso a la justicia. Esto es, al no encontrarse 
definida la actualización de alguna causa de impedimento prevalece, por encima de aspectos 
meramente procesales, el derecho sustantivo a una justicia imparcial, como condición esencial de la 
función jurisdiccional, lo que lleva a la exigencia de garantizar que las resoluciones atiendan solamente 
criterios jurídicos y no a la inclinación subjetiva del juzgador de favorecer a alguna de las partes, sea la 
razón que sea. Máxime que la propia Ley de Amparo en su artículo 250 sanciona a quienes planteen 
una recusación encaminada a entorpecer o dilatar el procedimiento, es decir, la sanción procesal de 
promover una recusación con esos fines es la imposición de una multa que va de treinta a trescientos 
días de salario, lo cual contribuye a inhibir las prácticas dilatorias, pero no a que se considere precluido 
el derecho procesal a hacerla valer, pues subsiste el derecho a una impartición de justicia imparcial. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020913  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/95 C (10a.)  
 
RECURSO DE APELACIÓN. PROCEDE CONTRA EL DESECHAMIENTO DE UNA DEMANDA 
INCIDENTAL PROMOVIDA DENTRO DE UN JUICIO DE DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
El auto por el que se desecha una demanda incidental presentada en un juicio de divorcio sin expresión 
de causa, cuya tramitación se sigue en la vía ordinaria, es impugnable a través del recurso de 
apelación, porque el de queja no procede contra ese tipo de determinaciones, en términos de la 
jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 76/99, de rubro: 
"QUEJA, RECURSO DE. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL AUTO QUE DESECHA UNA DEMANDA 
INCIDENTAL (CÓDIGOS DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE LOS ESTADOS DE MICHOACÁN, SAN 
LUIS POTOSÍ, PUEBLA, JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL).", pues allí se sostuvo que el artículo 
723, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad 
de México, únicamente se refiere a demandas principales y si bien esa porción normativa se reformó, se 
mantuvo en la parte que fue materia de análisis en la contradicción de tesis de la que derivó el criterio 
de referencia. Además, porque de acuerdo con las disposiciones aplicables en materia de recursos en 
los juicios ordinarios, son recurribles las resoluciones que se dicten durante el procedimiento de divorcio 
sin expresión de causa, salvo la que declara la disolución del vínculo matrimonial, pues la sentencia que 
resuelve todas las prestaciones contenidas en la demanda de divorcio y su contestación es definitiva, 
porque resuelve en su totalidad lo relativo a las obligaciones que subsisten a la disolución del vínculo 
matrimonial; por lo que en términos de los artículos 685, párrafo primero, y 691, párrafo segundo, de la 
legislación procesal civil indicada, son apelables los autos y sentencias interlocutorias que se dicten en 
un juicio de divorcio y revocables las determinaciones de trámite; consecuentemente, si el 
desechamiento de la demanda incidental no es una cuestión de mero trámite, sino una resolución que 
causa perjuicio al promovente, es incuestionable su impugnabilidad a través del recurso de apelación. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020903  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/94 C (10a.)  
 
MEDIDAS CAUTELARES O PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS EN LOS JUICIOS MERCANTILES. 
SON INHERENTES AL DERECHO A LA JURISDICCIÓN, POR LO QUE LA LIMITACIÓN DE SU 
OTORGAMIENTO DEBE ATENDER A UNA INTERPRETACIÓN FUNCIONAL Y CONFORME DEL 
ARTÍCULO 1168 DEL CÓDIGO DE COMERCIO CON LOS ARTÍCULOS 1o. Y 17 
CONSTITUCIONALES. 
 
En los juicios mercantiles se pueden decretar medidas cautelares o providencias precautorias para 
mantener una situación preexistente, en virtud de que este tipo de instrumentos son inherentes al 
derecho a la jurisdicción, al tener la finalidad de hacer eficaces las sentencias de los Jueces tal como 
está previsto en el artículo 17, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual dispone que: "Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para 
que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.". Así la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014 a los artículos 1168 y 
1171 del Código de Comercio, no tuvo la intención de impedir que en los juicios mercantiles se decreten 
las medidas o providencias cautelares necesarias para hacer efectivo el cumplimiento de las sentencias, 
ya que su propósito se concretó a la interpretación de reglas claras y precisas que permitan a los 
acreedores obtener el cobro efectivo de sus créditos insolutos, mediante la radicación de personas o la 
retención de bienes. De esta manera, el texto reformado del artículo 1168, primer párrafo, invocado, que 
establece: "En los juicios mercantiles únicamente podrán dictarse las medidas cautelares o providencias 
precautorias previstas en este Código y que son las siguientes: (...)", no debe interpretarse con un 
criterio de simple literalidad, pues resultaría ser prohibitivo frente al deber del Juez ordinario de 
conservar subsistente la materia del juicio, lo que, desde luego, vulneraría los derechos fundamentales 
reconocidos por los instrumentos internacionales firmados por el Estado Mexicano y por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con su artículo 1o.; no obstante, una 
interpretación funcional y conforme de aquel numeral da la pauta para advertir que se trata de una 
norma taxativa al prever dos supuestos aplicables a determinada situación de hecho, lo cual, sin 
embargo, no restringe la posibilidad del juzgador de que en cumplimiento de su función en relación con 
el otorgamiento y procedencia de las diferentes medidas cautelares, deben adaptarse a las 
circunstancias y necesidades de cada caso, pues estas medidas deben ser flexibles incluso con 
posibilidad de modificación según se necesite en el procedimiento en que se emitan; además, al 
otorgarlas, debe fundarlas y motivarlas debidamente, así como en cuanto a las garantías que se exijan, 
a fin de evitar abusos de las partes que las soliciten. En tal virtud, tal interpretación es acorde con los 
derechos fundamentales a la tutela judicial efectiva y de acceso a la impartición de justicia reconocidos 
tanto por el artículo constitucional en comento, como por el precepto 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020900  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 2a./J. 138/2019 (10a.)  
 
IMPEDIMENTO EN EL RECURSO DE QUEJA DE TRÁMITE URGENTE A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. NO PUEDE CONFIGURARSE 
RESPECTO DE LOS MAGISTRADOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
AL QUE SE HUBIERE TURNADO EL ASUNTO, POR LO QUE NO PROCEDE TRAMITAR LA 
INCIDENCIA RESPECTIVA COMO CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO. 
 
En consistencia con el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que reconoce el derecho fundamental de acceso efectivo a la tutela judicial conformado de 
los principios de justicia pronta, completa, imparcial y gratuita, el artículo 51 de la Ley de Amparo 
establece los motivos de impedimento cuya actualización obliga al juzgador a excusarse para conocer 
de un asunto. Sin embargo, tratándose del recurso de queja de trámite urgente contra la suspensión de 
plano o la provisional –que implica una decisión inicial por parte del juzgador de amparo y que, por 
ende, viene precedido por una expectativa prioritaria del quejoso de obtener la medida para lograr la 
paralización de la ejecución del acto de autoridad que considera violatorio de sus derechos 
fundamentales–, la interpretación de los artículos 53, 97, fracción I, inciso b), 98, fracción I, y 101, 
párrafos segundo y quinto, del indicado ordenamiento legal permite sostener que no es factible la 
configuración de un impedimento ni aun ante la apreciación de uno o más de los Magistrados 
integrantes del Tribunal Colegiado de Circuito al que se hubiere turnado el asunto en cuanto a que se 
ubican en alguno de los motivos que la legislación citada prevé al efecto (excepción hecha del relativo a 
la existencia de un interés personal en el asunto en suspensión provisional), por lo que no procede 
tramitar la incidencia como una cuestión de previo pronunciamiento, sino que el órgano jurisdiccional 
debe pronunciarse de manera excepcional sobre la medida cautelar. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020895  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XIV.C.A. J/3 (10a.)  
 
DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA ORAL MERCANTIL. ES IMPROCEDENTE SI SE FUNDA EN 
QUE EL ACTOR NO SEÑALÓ LA CAUSA JURÍDICA DE SU PRETENSIÓN. 
 
Es improcedente desechar la demanda oral mercantil si se argumenta que el actor no señaló la causa 
jurídica de su pretensión, entendida como fundamento u origen de algo, es decir, el motivo o razón para 
exigir los efectos jurídicos que reclama, pues las fracciones V y VI del artículo 1390 Bis 11 del Código 
de Comercio, no exigen ese requisito, sino sólo que habrán de precisarse los documentos públicos o 
privados que tengan relación con cada hecho, así como si los tiene a su disposición; de igual manera, 
proporcionar los nombres y apellidos de los testigos que hayan presenciado los hechos relativos, al 
igual que los fundamentos de derecho y la clase de acción, procurando citar los preceptos legales o 
principios jurídicos aplicables, requisitos que si se cumplen, debe admitirse la demanda oral mercantil, 
ello, vinculado con el derecho a la tutela judicial efectiva, contenido en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO CUARTO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020893  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T. J/56 (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
PUEDE DESECHARLA CUANDO ADVIERTA COMO MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA, QUE EL ACTO RECLAMADO SE EMITIÓ EN ESTRICTO CUMPLIMIENTO DE 
UNA EJECUTORIA DICTADA EN UN JUICIO DE GARANTÍAS ANTERIOR, EN LA CUAL SE 
OTORGÓ LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL SOLICITADA SIN LIBERTAD DE JURISDICCIÓN; 
ELLO, CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 179 DE LA LEY DE LA MATERIA (ALCANCE DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 83/2006). 
 
La jurisprudencia 2a./J. 83/2006, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, junio de 
2006, página 210, de rubro: "AMPARO DIRECTO. NO ES MOTIVO MANIFIESTO DE 
IMPROCEDENCIA PARA DESECHAR LA DEMANDA, QUE EL ACTO RECLAMADO HAYA SIDO 
EMITIDO EN CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA DICTADA EN UN DIVERSO JUICIO DE 
GARANTÍAS, EN LA CUAL SE OTORGÓ LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL SOLICITADA PARA 
EFECTOS.", ha sido el sustento de los Tribunales Colegiados de Circuito para justificar que la 
improcedencia del juicio de amparo directo se determine por el Pleno del propio tribunal y no por su 
presidente, porque el análisis que éste realiza, por regla general, es preliminar, superficial o genérico y 
no exhaustivo, como a la inversa ocurre cuando el asunto, una vez turnado a la ponencia, es examinado 
en el fondo. Sin embargo, si la improcedencia del juicio es manifiesta e indudable y así se advierte en el 
auto de inicio por el presidente, éste puede acordar su desechamiento de plano, con fundamento en el 
artículo 179 de la Ley de Amparo, a pesar de no ser una carga que deba necesariamente agotar en ese 
momento procesal; incluso, puede hacerlo desde la entrada en la presidencia, privilegiando la máxima 
del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (justicia pronta y expedita), 
pues no tiene sentido práctico tramitar una promoción en la que se vislumbra y constata su notoria y 
evidente improcedencia para luego sobreseer, retrasando su solución definitiva con un trámite 
innecesario, porque el resultado será el mismo. Lo anterior no contraviene la jurisprudencia de mérito, 
toda vez que el acto reclamado lo constituye una resolución en cumplimiento de una ejecutoria de 
amparo, o en ejecución de ésta, en donde no se le dejó plenitud de jurisdicción, sino que se le constriñó 
a pronunciar una sentencia dándole lineamientos para su emisión, mientras que en aquélla interpreta y 
justifica la admisión de una demanda cuando se otorgó el amparo solicitado, dejándose libertad de 
jurisdicción a la autoridad responsable sobre algún aspecto, pero no cuando la protección constitucional 
se concedió lisa y llanamente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020892  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Penal, Penal)  
Tesis: 1a./J. 69/2019 (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO. 
LA CALIDAD DE LICENCIADO EN DERECHO DEL DEFENSOR DEBE ACREDITARSE CON EL 
REGISTRO PREVIO DE LA CÉDULA PROFESIONAL EN LOS SISTEMAS DE REGISTRO O ANTE 
LOS EMPLEADOS JUDICIALES DESIGNADOS PARA TAL EFECTO, Y CON LA SIMPLE MENCIÓN 
QUE DE ESOS DATOS SE HAGA EN LA AUDIENCIA RESPECTIVA. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado que el derecho a una defensa técnica es 
respetado cuando el imputado es asistido por abogado titulado en cada una de las etapas que 
comprenden el procedimiento penal. En ese sentido, de conformidad con el artículo 116 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, es obligación del defensor acreditar ante el órgano jurisdiccional 
su calidad de licenciado en derecho, con la exhibición de la cédula profesional de licenciado en derecho 
expedida por la autoridad legalmente competente; documento que debe registrar previamente al 
desahogo de la audiencia inicial, lo cual puede realizar de dos formas: a) en el centro de registro de 
cédulas profesionales correspondiente; o, b) ante el funcionario que según la ley tenga la obligación, 
previo al inicio de la audiencia, de recabar la información respectiva, lo que dará oportunidad al Juez de 
Control de corroborar la calidad de licenciado en derecho del defensor, lo que se logra con la sola 
referencia que éste realiza al individualizarse, refiriendo su número de cédula y registro, cuestionando al 
asistente de constancias y registros, auxiliar o encargado de sala, según lo denomine la 
correspondiente legislación aplicable a cada caso concreto, sobre si esos datos fueron cotejados con 
las respectivas identificaciones exhibidas momentos previos a la celebración de la audiencia, 
destacando desde luego entre dichos datos, el número de cédula que corresponde a los licenciados en 
derecho que comparezcan con la calidad de defensores del imputado, a efecto de que quede 
constancia en la videograbación de este hecho, ello en virtud de que es la primera diligencia en el 
proceso en la cual participa directamente el imputado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020891  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 72/2019 (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL 
ACUSATORIO. EL INDICIADO Y SU DEFENSOR TIENEN DERECHO A OBTENER COPIAS O 
REPRODUCCIONES FOTOGRÁFICAS DE LOS DATOS DE PRUEBA QUE OBRAN EN LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN, CUANDO EL IMPUTADO SE UBICA EN ALGUNO DE LOS 
SUPUESTOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 218, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 
 
Una interpretación sistemática de los artículos 113 y 218 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales permite concluir que el imputado y su defensor podrán tener acceso a los registros de la 
investigación cuando aquél se encuentre detenido, sea citado para comparecer con tal carácter, o bien, 
sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista. Sin embargo, para el goce efectivo 
del derecho fundamental de defensa adecuada, debe permitirse que puedan obtener una reproducción 
de dichos registros, ya sea en copia fotostática o como registro fotográfico cuando el imputado se ubica 
en alguno de los supuestos establecidos en el artículo 218, párrafo tercero, del Código aludido lo que es 
acorde con los principios del sistema procesal penal acusatorio, relativos a la igualdad y equilibrio entre 
las partes. Sin que obste a lo anterior el hecho de que el artículo 219 del Código aludido establezca que 
una vez convocados a la audiencia inicial, el imputado y su defensor tendrán derecho a consultar los 
registros de investigación y a obtener copia con la oportunidad debida para preparar la defensa, pues 
dicha disposición legal no debe interpretarse como una regla restrictiva ni considerar que sólo a partir de 
ese momento procesal pueden obtener copias, ya que de la redacción de dicho precepto deriva la 
obligación del Ministerio Público de respetar el derecho a una defensa adecuada y de igualdad entre las 
partes, permitiendo el acceso a los registros de investigación y la obtención de copias o reproducciones 
fotográficas de los datos que obran en la carpeta de investigación, de manera que no prohíbe que éstas 
se obtengan con anterioridad, pues lo que debe privilegiarse es que llegada la audiencia inicial, quien 
habrá de ser imputado cuente ya con los datos y registros necesarios que le permitan desarrollar una 
defensa adecuada, por lo que al actualizarse el supuesto en que el imputado pueda tener acceso a la 
carpeta de investigación, ello implica también su derecho a obtener copia de su contenido. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020887  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: XIX.1o.P.T. J/5 (10a.)  
 
CONFLICTO COMPETENCIAL EN MATERIA LABORAL. ES IMPROCEDENTE SI LA 
DECLINATORIA SE OPONE CON POSTERIORIDAD A LA CONCLUSIÓN DEL PERIODO DE 
DEMANDA Y EXCEPCIONES. 
 
El artículo 703 de la Ley Federal del Trabajo establece que las cuestiones de competencia en materia 
de trabajo, sólo pueden promoverse por declinatoria, la que deberá oponerse al iniciarse el periodo de 
demanda y excepciones en la audiencia respectiva, acompañando los elementos en que se funde y, en 
ese momento, la Junta, después de oír a las partes y recibir las pruebas que estime convenientes, las 
que deberán referirse exclusivamente a la cuestión de incompetencia, dictará en el acto la resolución 
correspondiente. Por consiguiente, si el planteamiento se formula con posterioridad a dicha etapa, y el 
tribunal laboral se declara incompetente para seguir conociendo del asunto, es improcedente el conflicto 
competencial, porque la declinatoria se opuso y resolvió sin sujeción al precepto referido. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO NOVENO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020883  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/96 C (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL ACUERDO POR EL QUE SE DESECHA LA SOLICITUD DE 
DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA TRAMITADAS PARA VALIDAR LOS CONTRATOS 
DE SERVIDUMBRE VOLUNTARIA, CONTINUA Y APARENTE DE PASO DE CONFORMIDAD CON 
EL ARTÍCULO 105 DE LA LEY DE HIDROCARBUROS. CORRESPONDE A UN JUEZ DE DISTRITO 
AL SER UN ACTO DICTADO FUERA DE JUICIO QUE DEBE IMPUGNARSE A TRAVÉS DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. 
 
El artículo 100, primer párrafo, de la Ley de Hidrocarburos, dispone que la contraprestación, los 
términos y las condiciones para el uso, goce o afectación de los terrenos, bienes o derechos necesarios 
para realizar las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos serán negociados y 
acordados entre los propietarios o titulares de dichos terrenos, bienes o derechos, incluyendo derechos 
reales, ejidales o comunales, y los asignatarios o contratistas. Por ello, se hace patente que el 
procedimiento de validación previsto en el artículo 105 de esa legislación especial, no se trata de una 
controversia en la que las partes deban litigar, pues así lo establece el indicado artículo 100 de la propia 
ley. De ahí que si dicha validación se tramita en vía de jurisdicción voluntaria, sin oposición, se pretende 
que sea una cuestión no jurisdiccional, es decir, se trata de un asunto que no lleva implícito un conflicto, 
de modo que esas diligencias deban calificarse como actos dictados fuera de juicio en los términos de la 
fracción IV del artículo 107 de la Ley de Amparo. Entonces, del desechamiento de la solicitud de 
validación de los contratos de servidumbre voluntaria, continua y aparente de paso, prevista en el 
artículo 105 de la Ley de Hidrocarburos, formulada en vía de jurisdicción voluntaria, sin que haya 
oposición, debe conocer un Juez de Distrito, al tratarse de actos dictados fuera de juicio impugnables a 
través del juicio de amparo indirecto. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020882  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: PC.XVI.P. J/6 P (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE AMPARO PROMOVIDA CONTRA LA 
DETERMINACIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE DECRETA COMO MEDIDA CAUTELAR LA 
PRISIÓN PREVENTIVA. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN 
RESIDA EL TRIBUNAL QUE CONOCE DE LA CAUSA PENAL, AUNQUE NO COINCIDA CON LA 
DEL LUGAR DE RECLUSIÓN DEL QUEJOSO. 
 
Cuando en un juicio de amparo se señale como acto reclamado la determinación del Juez de Control en 
la que decreta la medida cautelar de prisión preventiva, ya sea oficiosa o justificada, en términos del 
artículo 37, párrafo primero, de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito competente para conocer de la 
demanda es el que tiene jurisdicción sobre el tribunal que conoce de la causa penal, aun cuando la 
jurisdicción no coincida con la del lugar de reclusión del quejoso, pues los efectos de la medida se 
trasladan directamente al proceso, dado que la prisión preventiva busca garantizar la comparecencia del 
imputado al juicio, el desarrollo de la investigación y la protección a la víctima, a los testigos y a la 
comunidad; en tanto que la reclusión física es sólo una consecuencia. Esta interpretación, además, es 
acorde con el principio de justicia pronta contenido en el artículo 17 de la Constitución Federal y que 
busca conservar la unidad del proceso. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 25 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020879  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XIV.C.A. J/2 (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. EL PLAZO DE SEIS MESES EN PRIMERA INSTANCIA Y TRES 
EN LA SEGUNDA QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 53 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES DE YUCATÁN, PARA QUE SE DECRETE, INCLUYE LOS DÍAS INHÁBILES Y AQUELLOS 
EN QUE NO PUEDEN TENER LUGAR ACTUACIONES JUDICIALES. 
 
El artículo citado establece que la caducidad de la instancia por inactividad procesal se decretará, aun 
de oficio, si transcurridos seis meses consecutivos en primera instancia, o tres en la segunda, contados 
desde la última notificación que se hubiere hecho a las partes en el proceso de que se trate, no se 
efectuare promoción de cualquiera de las partes; dicho periodo debe computarse, por días naturales y 
meses consecutivos, lo que significa que el plazo del primer mes comienza a correr a partir del día 
siguiente al de la última notificación y vencerá el anterior del mismo día del mes siguiente, y respecto 
del segundo mes, también del día siguiente al en que venció el primer mes, al mismo día del mes 
subsiguiente y así sucesivamente durante los seis meses a que alude el artículo 53 del Código de 
Procedimientos Civiles de Yucatán; sin que obste que el diverso 42 del propio código procesal disponga 
que en ningún término se contarán los días que no puedan tener lugar las actuaciones judiciales, toda 
vez que en él se consigna una norma de carácter general, en tanto que el citado 53 contiene una 
disposición especial que atañe a la figura que en ese propio precepto se establece, la que debe 
interpretarse a la luz de su redacción, donde la palabra "consecutivos", refiriéndose a los meses, no 
puede ser entendida de otra forma más que literalmente, es decir, sin interrupción, según el calendario 
del año, incluyendo los días hábiles y aquellos en los cuales por cualquier motivo los tribunales 
suspendan labores, lo cual es explicable tomando en cuenta la naturaleza de la caducidad, la cual 
difiere esencialmente de otros plazos en que sí rige lo dispuesto en el señalado numeral 42, donde 
necesariamente se debe acudir al tribunal correspondiente para imponerse del contenido del asunto, lo 
cual solo puede acontecer durante los días hábiles. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO CUARTO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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AUTORIDAD VINCULADA AL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO. NO SE DEBE 
EQUIPARAR CON LA FIGURA DE AUTORIDAD RESPONSABLE, PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN, PUES SE RIGE BAJO LAS REGLAS DEL 
PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA. 
 
El carácter de autoridad vinculada al cumplimiento de la sentencia de amparo es diferente al de 
autoridad responsable en el juicio y se rige por reglas propias establecidas en el artículo 197 de la Ley 
de Amparo. Lo anterior, porque la etapa de ejecución de sentencia es posterior a la oportunidad para 
interponer el recurso de revisión, ya que empieza cuando la sentencia ha quedado firme, aunado a que 
la referida etapa es un procedimiento creado con el fin de hacer cumplir las ejecutorias de amparo, que 
son de orden público, bajo la racionalidad de ser aplicado de forma obligatoria a todas las autoridades 
dentro del ámbito de sus competencias y que sólo puede dejar de ser obligatorio bajo las reglas del 
propio procedimiento. Considerar que una autoridad vinculada pueda interponer el recurso de revisión 
desnaturalizaría el juicio de amparo y lo retrasaría, además de que se tendría que distinguir si dicho 
carácter lo obtuvo en la sentencia o en un auto en el procedimiento de ejecución de sentencia; por 
tanto, no todas las autoridades vinculadas al cumplimiento de la sentencia de amparo son autoridades 
responsables, sino que únicamente tienen intervención en la ejecución de la sentencia, por lo que son 
independientes entre sí. Sin embargo, su intervención en el juicio es obligatoria y así como están 
sujetas a las mismas responsabilidades que las autoridades responsables para su cumplimiento, 
también están sujetas a las mismas reglas del procedimiento, el cual les permite alegar no tener la 
competencia para el eficaz cumplimiento de la sentencia de amparo o incluso una imposibilidad de 
cumplimiento que deben demostrar. Consecuentemente, el hecho de que la autoridad vinculada no 
tenga legitimación para interponer recurso de revisión no la deja en estado de indefensión, ya que dicho 
recurso está previsto únicamente para las partes en el juicio señaladas en el artículo 5o. de la Ley de 
Amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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